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SR. MARQUÉS DEL SALAR
CONTRA LOS

SRES. D. JOSÉ M.‘ Y D. MIGUEL JOSÉ RODRIGUEZ DE PALACIOS
VE CINO S DE G R A N A D A

S O K H K

SUPUESTOS DELITOS DE DESOBEDIENCIA, ESTA FA  Y FALSEDAD

C O N S U L T A

¿ L o s  hechos que se imputan á los Sres. Rodríguez de Palacios constituyen algunos de los 
delitos, por que han sido procesados?

¿Constituyen el delito de desobediencia grave á la Autoridad, por no haber exhibido los 
libros mercantiles que el Juzgado les mandó exhibir á instancia del Marqués del Salar? 

¿Constituyen el delito de estafa por ocultación de documentos?
¿Constituyen el de falsificación de documentos mercantiles? (a).

( a )  Los Sres. Rodríguez de Palacios, después de elevada á plenario la causa que se'les sigue á instancia del 
Marqués del Salar, y hallándose en apelación el pleito que han sostenido con el mismo señor, consultaron las cues­
tiones de derecho debatidas en ambos procedimientos á los Letrados que suscriben este dictámen; y no obstante el 
carácter doctrinal de aquellas, les acompañaron copias de los escritos todos y de los antecedentes que los producían.

Terminado el pleito por sentencia ejecutoria dictada en 16 de Diciembre último por el Tribunal Supremo de 
Justicia, carece de actualidad el dictámen dado sobre los puntos que en él se discutieron; y para satisfacción de 
amigos y clientes, ganosos de conocer la índole de estos procedimientos, se imprime para ellos esta opinión, solo en 
la parte relativa á la materia criminal: debiendo añadir que, después de formulado el dictámen, el Juez de primera 
instancia del Salvador de Granada, que conocia de la causa, dictó sentencia absolviendo á los acusados; cuya abso­
lución ha pedido también el Fiscal de S. M. ante la Audiencia, siendo el principal fundamento de uno y otro fun­
cionario, que los hechos que se persiguen no constituyen delito. c
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R especto al p rim ero , ó sea el deli 
no puede calificarse de tal, cuand 
de las partes, y  m ucho m enos si 1 - 
nuestro  caso sucede, que en pleih 
Palacios, sobre re troven ta  de la Ir 
los R odríguez exhib ieran  sus libn  
que en los libros no existían dato; 
ni ellos babian  contratado  como c 
derecho al oponerse al precepto j i  
SI del Código de Com ercio; tanto 
venta era  el objeto del pleito, apai 
sociedad m ercan til (b). Y si el p 
R odríguez de Palacios al no obei 
A unque así no fuera , nunca consti 
de lim itarse  las consecuencias á la 
tales casos, como sucede en otros do 
á su m in is tra r á la co n tra ria  arm as : 

E ste punto  nos parece tan sern 
dem ás que se nos han facilitado, c 

¿Pero  esa no exhibición de los 
Castiga éste á los que  cometí 

proceso, expediente, docum ento 
sin ánim o de d efraudar.

En n u estra  opinión, este a rtíc i mh 
ajenos; no de los propios, sobre lo 
com ercian tes llevan sus libros y  é 
favorecerles ó p e rju d icarles  en s 
Com ercio; pero su ocultación n o c  - 
m os. Esto así, en térm inos genera 
se com prende que si, como dejam  
tiene derecho á p ed ir la exhibicioi 
obligación de hace rla , claro y evic 
el ejercicio de un derecho legitime 
de quien  p idió, á la vez que el de 

Y no hablam os del ánim o de 
a lguna, existe en contrario  la que 
sea, la esc ritu ra  de 13 de Marzo d 
ludas de los com pradores Rodrjgu 
este pleito sobre esta m ateria , opc 
crim inal; porque daría  lu g a r á qi

(b) El Tribunal Supremo de Juslici ; 
nota; puesto que ha declarado en uno di coi
fué la que contrató con el Marqués del í

re, nuestra  opinión es que la desobediencia 
es versan ó se refieren al in terés privado 
) del p recepto  tiene una sanción civil. En 
rqués del Salar y los S res. R odríguez de 
5 el M arqués, y acordó el Juzgado , que 
se opusieron á la exh ib ición , fundados en 
o del pleito, po rque ni este e ra  m ercan til, 
ra opinión, los R odríguez estaban en su 
; disposiciones de los a rtícu los 49, 50 y 
e sc ritu ra  de venta del S a la r, cuya re tro -  
con trataron  como p articu la res , y no como 
la ley, estaban en su derecho los señores 

í, como lo h ic ie ro n , con tra  lo m andado, 
um plim iento  al precepto; sino que habían  
]tie el Código de Com ercio im pone para  
cion Civil, en que no se p resta  u n a  parle  
e.
atado en el escrito  del F iscal M unicipal y 
io in s is tir  sobre él.
el delito del a rtícu lo  548, núm ero  9.°? 

.trayendo , ocultando ó inutilizando algún 
ier clase, y tam bién á los que lo h icieren

Cí—
JE ocultación ó inutilización de docum entos

0 constitu ido  á favor de o tra  persona. Los 
dad; y la form a en que los llevan podrá

5 —=  )s térm inos que  determ ina  el Código de 
- g  artícu lo  del Código Penal, que exam ina­

s - r e t a m o s  al caso de la consulta , fácilm ente 
- | ¡ 1  punto  an te rio r, ni el M arqués del Salar 

g -  -=  d para a c o rd a rla , ni los S res. R odríguez 
)uesta ocultación, que no es o tra cosa que
1 de lito , dem u estra  ún icam ente el exceso 

- = l ó  la presentación de los docum entos.
lo—r  )°ne , p o rq u e , sobre no re su lta r  p rueba 

-§ j  úblico que form a la m ateria  del pleito, ó 
S  ~ = lr .  M arqués del Salar confiesa ten e r rec i- 

“ = .0 0 0  y  pico de pesetas. Y la existencia de 
£  ~ =  á la resolución de este punto en la causa 

T§= as con trarias en tre  sí en uno y o tra , y laro — en —

ta doctrina, en la sentencia citada en la anterior 
razón social BSijos de fl&odriguez Acosta, no 
D. Miguel y D. Manuel Rodríguez de Palacios.
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132011 aconM'jaba, y la Ley de Enjuiciam iento Crim inal, en su artículo 40, y la Ju risp rudenc ia  
constante de los 1 ribunales, tienen establecido que en casos tales se ventile y se resuelva con pre­
fe] encia la cuestión civil, pues solo cuando se acusa de falsedad un docum ento de influencia noto- 
lia  en el pleito y se entabla la acción crim inal, es cuando se suspende el pleito basta  que recaiga 
e jecu to iia  en la causa. En todos los dem ás casos, el precepto general es que la cuestión civil debe 
i eso 1 verse prév¡ám ente; y de este modo, pero solo de este modo, puede evitarse la grave contingencia 
de opuestas declaraciones jud iciales. Con efecto: supongam os que, seguidos sim ultáneam ente el 
pleito y la causa, se declara en el prim ero, como estricta aplicación de la ley, que el M arqués no 
tiene derecho á rec lam ar las 288.253 pesetas, cuyo recibo confesó en la escritu ra ; y á la vez en la 
causa, se condenara á los procesados, como defraudadores de dicha can tidad , por no haberla  
en tregado; tendríam os dos ejecutorias contrarias, que sum inistrarían  motivo grave y fundado para 
d esp restig ia r á los inhúm ales de Justic ia  (c). De modo que, bajo todos conceptos, es inadm isible 
en este pun to  el procedim iento crim inal: J.° Porque al no exhib ir los S res. Rodríguez de Palacios 
los libros, usan de un derecho perfecto, m ediante á no encontrarse  en el caso en que el Código 
M ercantil previene la exhibición. 2.° Porque la ocultación de los libros por el com erciante en este 
c a so , no puede com prenderse en el artículo  548 del Código Penal, que se refiere á ocultación de 
docum entos de ajena pertenencia. Y 3.° Porque, habiendo pendiente cuestión civil sobre el mismo 
hecho que se pretende ju zg a r en la vía crim inal, no es legalm ente posible que ésta progrese hasta 
que aquella term ine por sentencia firme, en la cual podrá decretarse, en su caso , la form ación de 
c a u sa , si resu ltasen  m éritos para  ello.

Yr si el hecho de que se tra ta  no cae bajo las prescripciones de los artículos 265 y 558 del 
Código Penal, según queda dem ostrado; ¿p o d rá  calificarse de falsificación de docum entos m ercan­
tiles, previsto y  penado en el artícu lo  315, en relación con el núm ero 4.° y 6.° del 314?

En n u estra  opinión, no hay en el proceso prueba bastante para  dar por cierto que se han hecho 
en los libros las alteraciones que  supone el testigo Bóller; pero cualqu iera  que sea la im portancia 
y fe que se p reste  al dicho de este testigo y al de los que pretenden apoyarle, nunca bastaría  oslo 
p ara  d eclarar la existencia del delito de falsificación de un docum ento; porque en sem ejantes deli­
tos, es ind ispensable  la inspección del docum ento mismo y que se haya hecho ó pretendido hacer 
uso del falsificado. E l hecho de d eclarar uno ó mil testigos que en un docum ento se han hecho 
alterac iones, enm iendas ó raspaduras, no prueba la existencia de la falsificación; exige esta, alte­
ración de la verdad ; y es legalm ente im posible d e term inar que esta ha sido a lterada  en un docu­
m ento , sin conocer evidentem ente lo que éste decia antes y lo que dice después. En el hecho de 
este proceso, no existe el texto de los libros en el pa rticu la r sobre que se cuestiona, ni antes ni 
después de com enzado el pleito: no ha  venido al proceso el docum ento, para  que sobre él pudieran 
recaer p ruebas de reconocim iento por las partes, por peritos y por el Juez. Falta lo que ju ríd ica ­
m ente se llam a el cuerpo del delito, y no hay térm inos hábiles para  proceder crim inalm ente.

A dem ás de esto, no habiéndose hecho uso alguno de los libros en que se supone ejecutada la 
falsificación, esta no seria punible; porque no habría salido de la esfcia de un pioposito ignorado, 
que , no llegando á los lím ites de la tentativa, no caería bajo la acción penal, porque el au to r se 
h ab ría  arrepen tido  voluntariam ente antes de dar principio á la ejecución.

Respecto á la titu lada falsedad por omisión, ó sea, por no haberse trasladado á los libros nue­
vos la cuenta  del M arqués del Salar que se dice existia en los antiguos, obran las m ism as razones 
que contra  la falsedad por acción: se hace supuesto de la cuestión, ó se da por probado lo que era

' c '  El Tribunal Supremo en la repetida sentencia que ha puesto término al pleito seguido entre el Marqués del 
Salar y los Sres. Rodrigue?, de Palacios, declara de acuerdo con el fallo de la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
Granada, que los Rodríguez no deben al Marqués las 288.253 pesetas.



D I C T A M E N

R especto al p rim ero , ó sea el delito de desobediencia grave, nuestra  opinión es que la desobediencia 
no puede calificarse de tal, cuando los preceptos jud ic ia les versan ó se refieren al in terés privado 
de las p artes , y m ucho m enos si la falla de cum plim iento del p recepto  tiene una sanción civil. En 
nuestro  caso sucede, que en pleito ordinario  en tre  el M arqués del Salar y los S rcs. R odríguez de 
Palacios, sobre retroven ta  de la hacienda d el.S alar, pidió el M arqués, y acordó el Juzgado , que 
los R odríguez exhib ieran  sus libros m ercantiles; y ellos se opusieron á la exh ib ición , fundados en 
que en los libros no existían datos sobre la m ateria  objeto del pleito, porque ni este era m ercan til, 
ni ellos habían  contratado  como com erciantes. En n u estra  opinión, los R odríguez estaban en su 
derecho al oponerse al precepto ju d ic ia l, fundados en las disposiciones de los a rtícu los 49, 50 y 
SI del Código de Com ercio; tanto m ás, cuanto que en la e sc ritu ra  de venta del S a la r, cuya re tro -  
venta era el objeto del pleito, aparece que los R odríguez con tra taron  como p articu la res , y no como 
sociedad m ercan til (b). Y si el precepto e ra  contrario  ó la ley, estaban en su derecho los señores 
R odríguez de Palacios al no obedecerlo, y al rec lam ar, como lo h ic ie ro n , contra  lo m andado. 
A unque así no fuera , nunca  constitu ía  delito la falta de cum plim iento  al precepto; sino que habían 
de lim itarse  las consecuencias á la responsabilidad  civil que el Código de Com ercio im pone para  
tales casos, como sucede en otros análogos de la Legislación Civil, en que no se p resta  u n a  parte  
á su m in is tra r á la co n tra ria  arm as p a ra  que  la p e rjud ique .

E ste punto  nos parece tan senc illo , y  está tan bien tra tado  en el escrito  del F iscal M unicipal y 
dem ás que se nos han facilitado, que no creem os necesario  in sis tir sobre él.

¿Pero esa no exhibición de los lib ros podrá co n stitu ir el delito del artícu lo  548, núm ero  9.°?
Castiga éste á los que com etieren  defraudación , su strayendo , ocultando ó inutilizando algún 

proceso, expedien te, docum ento ú otro papel de cu a lq u ie r  clase, y tam bién á los que lo h ic ieren  
sin ánim o de defraudar.

En nuestra  opinión, este artícu lo  ún icam ente  pena la ocultación ó inutilización de docum entos 
ajenos; no de los propios, sobre los cuales no hay derecho constitu ido  á favor de otra persona. Los 
com ercian tes llevan sus libros y éstos son de su propiedad; y la form a en que los llevan podrá 
favorecerles ó p e rju d icarles  en su s  co n tro v e rs ia s , en los térm inos que  determ ina  el Código de 
Com ercio; pero su ocultación no cae bajo la sanción del artícu lo  del Código Penal, que exam ina­
m os. Esto así, en térm inos g en era les ; pues si nos concretam os al caso de la consu lta , fácilm ente 
so com prende que si, como dejam os dicho al exam inar el punto  an te rio r, ni el M arqués del Salar 
tiene derecho  á p ed ir la exh ib ic ió n , ni el Juzgado facultad para a c o rd a r la , ni los S res. R odríguez 
obligación de hace rla , claro y evidente resu lta  que  la su p u esta  ocultación, que no es otra c o sa q u e  
el ejercicio de un derecho legítim o, léjos de constitu ir un delito , dem uestra  ún icam ente  el exceso 
de quien p idió, á la vez que el de la A utoridad que acordó la p resen tación  de los docum entos.

Y no hablam os del ánim o de d e fra u d a r, que se su p o n e , p o rq u e , sobre no re su lta r  p rueba  
alguna, existe en contrario  la que arro ja  el docum ento público que form a la m ateria  del pleito, ó 
sea, la e sc ritu ra  de 13 de Marzo de 1872; en la cual, el S r. M arqués del Salar confiesa ten er reci­
bidas de los com pradores R odríguez de Palacios, las 288.000 y pico de pesetas. Y la existencia  de 
este ])leito sobre esta m ateria , opone un nuevo obstáculo á la resolución de este punto en la causa 
crim inal; porque daría  lugar á que se d ictaran  sentencias con trarias en tre  sí en uno y o tra , y  la

(b) El Tribunal Supremo de Justicia ha venido á confirmar esta doctrina, en la sentencia cilada en la anterior 
nota; puesto que ha declarado en uno de sus considerandos, que la razón social HHijos de KSodriguez Acosta, no 
fue la que contrató con el Marqués del Salar; sino los Sres. D. José, D. Miguel y D. Manuel Rodríguez de Palacios.



razón aconsejaba, y la Ley de Enjuiciam iento Crim inal, en su artículo ¿0, y la Ju risp ru d en c ia  
constante de los Tribunales, tienen establecido que en casos tales se ventile y se resuelva con pre­
ferencia la cuestión civil, pues solo cuando se acusa de falsedad un docum ento de influencia noto- 
l ia  en el pleito y se entabla la acción crim inal, es cuando se suspende el pleito basta que recaiga 
e jecu toria  en la causa. En lodos los dem ás casos, el precepto general es que la cuestión civil debe 
reso lverse  prev iam ente; y de este modo, pero solo de este modo, puede evitarse la grave contingencia 
de opuestas declaraciones jud iciales. Con efecto: supongam os que, seguidos sim ultáneam ente el 
pleito y la causa , se declara en el prim ero, como estricta aplicación de la ley, que el M arqués no 
tiene derecho  á rec lam ar las 288.253 pesetas, cuyo recibo confesó en la escritu ra ; y á la vez en la 
causa , se condenara á los procesados, como defraudadores de dicha can tidad , por no haberla  
en tregado; tendríam os dos ejecutorias contrarias, que sum inistrarían  motivo grave y fundado para  
d esp restig ia r á los T ribunales de Justic ia  (c). De modo que, bajo todos conceptos, es inadm isible 
en este punto  el procedim iento crim inal: l .°  Porque al no exhib ir los Srcs. Rodríguez de Palacios 
los libros, usan de un derecho perfecto, m ediante á no encontrarse  en el caso en que el Código 
M ercantil previene la exhibición. 2.° Porque la ocultación de los libros por el com erciante en este 
c a so , no puede com prenderse en el artículo  548 del Código Penal, que se refiere á ocultación de 
docum entos de ajena pertenencia. Y 3.° Porque, habiendo pendiente cuestión civil sobre el m ismo 
hecho que se pretende ju zg a r en la vía crim inal, no es legalm ente posible que ésta progrese hasta 
que  aquella  term ine por sentencia firm e, en la cual podrá decretarse, en su caso, la form ación de 
c a u sa , si resultasen m éritos para  ello.

Y  si el hecho de que se tra ta  no cae bajo las p rescripciones de los artículos 265 y 548 del 
Código Penal, según queda dem ostrado; ¿p o d rá  calificarse de falsificación de docum entos m ercan­
tiles, previsto  y  penado en el artícu lo  315, en relación con el núm ero 4.° y 6.° del 314?

En n u estra  opinión, no hay  en el proceso p rueba bastante para  d ar por cierto que se han hecho 
en los libros las alteraciones que supone el testigo Bóller; pero cualqu iera  que sea la im portancia 
y fe que se p reste al dicho de este testigo y al de los que pretenden apoyarle, nunca bastaría  esto 
p ara  d eclarar la existencia del delito de falsificación de un docum ento; porque en sem ejantes deli­
tos, es ind ispensable  la inspección del docum ento m ism o y que se haya hecho ó pretendido hacer 
uso del falsificado. El hecho de d eclarar uno ó mil testigos que en un docum ento se han hecho 
alterac iones, enm iendas ó raspaduras, no prueba la existencia de la falsificación; exige esta, alte­
ración de la verdad; y es legalm ente im posible de term inar que esta ha sido alterada en un docu­
m ento , sin conocer evidentem ente lo que éste decía antes y lo que dice después. En ci hecho de 
este proceso, no existe el texto de los libros en el pa rticu la r sobre que se cuestiona, ni antes ni 
después de com enzado el pleito: no ha venido al proceso el docum ento, para  que sobre él pudieran  
recaer p ruebas de reconocim iento por las partes, por peritos y por el Juez. Falta lo que ju ríd ica ­
m ente se llam a el cuerpo del delito, y no hay térm inos hábiles para  proceder crim inalm ente.

A dem ás de esto, no habiéndose hecho uso alguno de los libros en que se supone ejecutada la 
falsificación, esta no seria punible; porque no habría salido de la esfera de un propósito ignorado, 
que , no llegando á los lím ites do la tentativa, no caería bajo la acción penal, porque el au to r se 
h ab ría  arrepen tido  voluntariam ente antes de dar principio á la ejecución.

Respecto á la titu lada falsedad por omisión, ó sea, por no haberse trasladado á los libros nue­
vos la cuen ta  del M arqués del Salar que se dice existia en los antiguos, obran las m ism as razones 
que contra  la falsedad por acción: se hace supuesto de la cuestión, ó se da por probado lo que era

fe ' El Tribunal Supremo en la repetida sentencia que ha puesto término al pleito seguido entre el Marqués del 
Saiar y los Sres. Rodríguez de Palacios, declara de acuerdo con el fallo de la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
Granada, que los Rodríguez no deben al Marqués las 288.2S3 pesetas.



necesario p robar, á saber: que en los libros antiguos existia  cuen ta  ab ie rta  al M arqués del Salar. 
A dem ás, obraría  siem pre contra  la acusación la falta de un acto por parte  de los R odríguez, lia— 
cicndo uso del docum ento falsificado; y por últim o, tra tándose de libros de la sociedad be
'f f to & rtg tteg  J l c o s f a  en 1881, es absurdo  suponer que debieran tra sc rib irse  á ellos operaciones 
an terio res á la existencia de la Sociedad, y que el no tra sc rib irla s  pueda constitu ir por sí el delito 
de falsificación de docum ento m ercantil, aunque  se conceda este ca rác ter al libro ab ierto  en Mayo 
de 1881 y que no ha sido habilitado jud icialm ente; lo cual, si bien puede con trovertirse , no debe 
en el ju icio  nuestro  negarse en absoluto , toda vez que no es de im portancia  para  la cuestión cap i­
tal, como lo son las dem ás razones que se alegan.

R éstanos, ún icam en te , decir que en la defensa de los S res. R odríguez se hallan com prendidos 
todos los puntos, ó sea, toda la m ateria  de la causa; y que todos se hallan  expuestos con precisión 
y c laridad , dem ostrándose que su  au to r se halla  perfectam ente penetrado  de la índole y na tu ra leza  
de estos procedim ientos, así como de los m edios m ás adecuados para  la justificación de los señores 
R odríguez. E stas c ircunstanc ias , que son aplicables á la causa  y al pleito, son p recisam ente las 
que han hecho m ás difícil nuestro  trabajo , porque nos hem os encontrado  en la necesidad de con­
cre ta rle  á lo m ás esencial, m ediante á que todo cuanto  hub ié ram os podido ex tendernos tra tando  
analíticam ente la m u ltitud  de cuestiones que tanto en el pleito como en la causa se con trov ierten , 
h ab ría  sido ten er por necesidad que rep e tir los b rillan tes razonam ientos expuestos po r la defensa 
de los Sres. R odríguez, que dem uestra  g randes conocim ientos de la ciencia ju r íd ic a , su tileza de 
ingenio poco com ún y un estudio  concienzudo de todo lo actuado.

M adrid 20 de N oviem bre de 1888.— Licenciado Saturnino Alvares Bug allal.— Licenciado 
José García Gutierres.—Licenciado E. Montero R íos.— Licenciado C. Mártos.

(Es copia).

granada: imprenta de sabatel.


